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En turno para proveer sobre la impugnación propuesta contra la sentencia proferida en primera instancia y a vuelta de revisar el expediente, halla ahora la Sala que ese cometido no será posible, como quiera que se observa en este estado de cosas una irregularidad insubsanable que toca con el factor funcional.

  



Y es que en uso del mecanismo prevenido en el artículo 86 de la Constitución Nacional, la Corporación Antena Parabólica Quinchía “CORANPAQUÍN” invocó la protección de los derechos fundamentales que nominó como “debido proceso; ilegalidad e inconstitucionalidad en el decreto y práctica de pruebas anticipadas…; vía de hecho; amenaza de violación del derecho de información; inconstitucional censura a nuestro medio de comunicación ” que estimó conculcados por el Delegado para Asuntos Jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y Comercio, en razón de la medida cautelar dispuesta y ejecutada dentro del proceso que por competencia desleal se adelanta en su contra, a instancias de DIRECTV Colombia, sobre la que se interpusieron los recursos correspondientes, como se aduce en el libelo mismo (f. 130, c.1), desatados por la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, según precisó la parte accionada (f. 273, c.1). Y la protección que se depreca viene encaminada a que se dejen sin efectos las medidas cautelares impuestas y se ordene a la demandada inaplicar las decisiones objeto  de esta solicitud hasta que termine el proceso iniciado en su contra; además, que se le ordene al secuestre devolver los equipos incautados a la parabólica comunitaria de Quinchía.






Allí se perfila la inconsistencia que se anuncia, porque si lo requerido, como viene de verse, es que se desestimen las decisiones adoptadas por la Delegatura accionada, en ejercicio de funciones jurisdiccionales a la luz del literal b del artículo 24 de la ley 1564 de 2012, de las que conoció en segunda sede, según se afirma, el Tribunal Superior de Bogotá en su Sala Civil, refulge en forma evidente que la competencia para conocer en primera instancia de la presente acción de tutela recae en la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, atendiendo lo prevenido por el numeral 2 del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, pues al asunto ha de llamarse a aquella Corporación dado que, de la resolución que se ataca, hubo de conocer la misma en grado de apelación y lo que aquí se llegare a resolver, la vincula directamente. 
   



Como de la actuación conoció en primer grado el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía, se advierte, de entrada, una falta de competencia funcional de carácter insubsanable que no puede ser desconocida por la Sala. 
Para arribar a la conclusión final es bueno señalar que la Corte Constitucional ha venido haciendo hincapié en que las reglas del citado Decreto 1382 son de reparto y no fijan competencia, entendido bajo el cual propugna porque los únicos conflictos que en sede de tutela pueden darse son los que derivan de la incorrecta aplicación del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, esto es, los que atañen a la falta de competencia territorial o en el caso de las acciones dirigidas contra medios de comunicación. Sin embargo, la misma Corporación, tal vez previendo el caos institucional que una disposición de ese tipo podría generar
, desde su auto 124 de 2009 abrió espacio a las vicisitudes que en torno al tema se podrían presentar y que conviene traer a colación.  Así resumió la Corte su postura, reiterada luego en otras providencias como el auto 198 de 2009, en el que dijo: 

Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:  
 (i)        Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible. 
(ii)      Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. 
(iii)           Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 
Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.
(iv)            Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”
Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
Es decir que si se acogiera a plenitud este precedente de la Corte Constitucional, que no ha sido aceptado por la máxima autoridad judicial en lo Civil, y en cuanto atañe a que el conocimiento de una acción de tutela debe ser decidida, sin más, por el juez al que se haya sido repartida, sin importar la calidad y naturaleza jurídica de la parte accionada; pero acogiéndolo, se repite, vendría aplicable al caso de ahora. 

Acudiendo a la afortunada precisión que hizo la Corte Constitucional en el sentido de que cuando haya una distribución grosera de la acción de tutela conforme a las reglas de reparto que fija el Decreto 1382 se puede llegar a anular el trámite en casos en los que, por ejemplo, no se le envíe para su conocimiento al superior funcional del juez que dictó el proveído que se ataca, no podía, por el factor funcional asumir el conocimiento de la acción de tutela el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchia, como quiera que no es superior del Delegado para Asuntos Jurisdiccionales de la SIC, ni de la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá,  que debe ser vinculada.
Al margen, pues, del disenso de los intervinientes, dada la falta de competencia funcional que se analiza, no queda otra alternativa que declarar la nulidad de la actuación desde el fallo de primera instancia, en cumplimiento del artículo 138 del Código General del Proceso, y remitirla a Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que asuma el conocimiento del asunto. 
DECISIÓN

En armonía con lo discurrido, esta Sala Unitaria Civil-Familia declara la FALTA DE COMPETENCIA FUNCIONAL del Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía y de este despacho para conocer de la presente acción de tutela. 

En consecuencia, se DECLARA LA NULIDAD de la actuación desde la sentencia proferida en primer grado. 

La actuación restante conserva validez respecto de los actuales intervinientes. 

Remítase el expediente a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, para que provea conforme corresponda.

Notifíquese de esta decisión a los interesados y al Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía, por el medio más expedito posible. 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado

� Así lo entendió la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que se ha separado de aquella interpretación como puede leerse, por ejemplo en el autos del 13 y del 14 de mayo del presente año, expedientes 11001-22-03-000-2009-000436-01 y 76001-22-03-000-2009-00078-01, ambos con ponencia del Magistrado William Namén Vargas. 
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